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 Prólogo 


 Me ha pedido el doctor Alfonso Ortega Cárdenas, profesor titular de la materia de Hacienda Pública, en la Facultad de Derecho de la Universidad Militar Nueva Granada, una presentación para el Curso de Hacienda Pública, lo que hago gustosamente, pues la obra expuesta en un lenguaje sencillo y claro, es indudablemente en mi criterio, una muestra de lo que un estudio pedagógico debe aspirar a lograr siempre, aunando la exposición de sus temas técnicos y científicos de fácil acceso y comprensión, habida cuenta necesariamente del público estudiantil a quien afectuosamente va dirigida. 


 Hace ya muchos años, tengo el inmenso placer de ser colega en la cátedra de esta Universidad del doctor Alfonso Ortega Cárdenas, siendo testigo de la dedicación constante por la enseñanza y empeño ejemplar que siempre ha signado su misión profesoral, a la cual sirve con entusiasmo notable, entregándose a ella sin ninguna reserva, buen sabedor como es, de que la satisfacción de darse y orientar a sus inquietos alumnos en un tema tan complejo, como importante, como éste de la Hacienda Pública, colma en inmensa medida su talante de consuetudinario investigador y estudioso de grandes proyecciones. 


 El libro cumple, igualmente, la función de suministrarnos a los muchos profanos que existen en estas áreas, un temario sucinto de los principales tópicos que abarca, delimitados por el autor, de la siguiente manera: 


 
	 Gasto Público 
 
	 Ingreso Público 
 
	 Crédito Público y 
 
	 Presupuesto Público 
 



 Temas que han sido abordados con el mejor rigor académico, para proporcionarnos a todos, pero especialmente a los educandos, como ya lo he dicho, una visión clara e integral, la que en manos del futuro profesional, será adecuado marco teórico y práctico para el mejor desempeño de su indispensable misión dentro de la sociedad. Por lo dicho, felicito efusivamente al doctor Ortega Cárdenas, lo mismo que a sus distinguidos alumnos por la suerte que tienen de tenerlo como maestro. 


 Germán Bustillo P. 





 
 Capítulo 1
 Generalidades



 1.1 Estructura del Estado colombiano 




 Para poder desarrollar sus funciones y cumplir con sus finalidades, los Estados necesitan una estructura por demás compleja, denominada sector público. Mediante dicha estructura los Estados desempeñan funciones administrativas, sociales, políticas, regionales, ambientales y culturales, que responden, no solo a nivel micro, sino macroeconómico. 




 Los Estados suelen organizarse en Estados federalistas y en Estados centralistas o unitarios: 




 
	 Por regla general, el Estado federal es la unión de Estados relativamente independientes. Dichos entes hacen parte de la federación y mantienen un alto grado de autonomía, pues por lo general tienen su propia legislación, organización policial y judicial; solamente se someten al poder central para determinados asuntos, tales como las relaciones exteriores, la defensa nacional o la moneda. Dicho de otra forma, el Estado federal es una asociación de Estados sometidos, en parte, a un poder único y que, por otra parte, conservan su independencia. Ejemplos de ello tenemos a los Estados Unidos, Suiza con sus cantones, Canadá y México. 
 
	 Los Estados centralistas o unitarios son formas de organización en las cuales, por principio, unas autoridades nacionales o centrales desarrollan la mayoría y las más importantes decisiones y funciones públicas. Las funciones de legislar, administrar justicia, dar seguridad interna y externa y fijar tributos están concentradas en esas autoridades. 
 


 En estas organizaciones —y por razones operativas— existen autoridades regionales o locales, pero estas gozan de poca autonomía pues su función es desarrollar las órdenes provenientes de las autoridades centrales. Ejemplo de ellas son: Colombia, Francia, Italia, España. 




 En la actualidad tanto los Estados federales como los unitarios o centralistas no se ciñen a un modelo único. En realidad, existen distintos grados de federalismo o de centralismo que permiten clasificar los Estados según sea mayor o menor su aproximación a lo descrito anteriormente. 




 De la misma manera en que no se puede concebir un Estado federal donde sus Estados miembros gocen de total y absoluta autonomía (pues se perdería la esencia de una unidad de Estado y se diluiría dicho concepto), tampoco se puede concebir un Estado unitario donde absolutamente todas las decisiones se tomen y ejecuten desde el centro. Esto quizá solo sea posible en aquellos países de escasa extensión territorial como Mónaco, San Marino o El Vaticano. Por lo tanto, lo común es que existan unas autoridades nacionales o centrales y otras locales: las primeras con un ámbito de acción que cubre el territorio nacional y las segundas circunscritas a los límites de la división territorial respectiva, que puede ser un departamento, un distrito o un municipio. 




 La relación entre estas autoridades ha dado lugar a la formación y aplicación de conceptos tales como descentralización, desconcentración y delegación. Nuestra constitución precisa que el Estado colombiano está organizado en forma de república unitaria descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales. Asimismo, expresa en otro de sus apartes que la función pública se desarrolla mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 




 La centralización es propia de los Estados unitarios y consiste en que todas las tareas y funciones públicas se radican en manos de un ente central, que las monopoliza. En este esquema, a las divisiones territoriales locales no se les reconoce autonomía pues serán simples circunscripciones tendientes a permitir una gestión más práctica de los servicios públicos prestados por el Estado. Como manejo del Estado, la centralización implica una administración rigurosamente jerarquizada, es decir, realmente no hay autoridades locales propias pues ellas están completamente subordinadas a las autoridades centrales y por lo tanto reciben y ejecutan órdenes; de manera que las decisiones que toman son solo de tipo operativo para desarrollar las órdenes recibidas. 




 Sin embargo, en la práctica la centralización no se da en el sentido extremo descrito. En efecto, a través de la historia han existido comunidades —como el municipio— que siempre han tenido algún grado de autonomía y se han convertido en la práctica en un impedimento para la centralización absoluta. Además, las dimensiones geográficas de la gran mayoría de los Estados hacen imposible que este sea manejado totalmente desde el centro, es decir, desde la capital. 




 Comoquiera que en el terreno práctico no puede funcionar un Estado con las características que se enunciaron anteriormente, se hace necesario entonces tomar algunas medidas para que su acción salga del centro. Entre estas medidas se menciona la desconcentración, que se define como la radicación de competencias y funciones en dependencias ubicadas fuera de la sede principal del organismo o entidad administrativa, sin perjuicio de las potestades y deberes de orientación e instrucción que corresponde ejercer a los jefes superiores de la administración. Esto no implica delegación y podrá hacerse por territorio y por funciones (Ley 489/98). 




 De esta manera, la desconcentración consistirá en el otorgamiento de funciones a un agente local de una entidad de carácter nacional para que las ejerza en nombre de esta. Es decir que, a pesar de que las funciones continúan monopolizadas por la entidad nacional, algunas son desempeñadas por agentes que se desplazan físicamente a las diversas partes del territorio, dada la imposibilidad o inconveniencia de ejercerlas desde la capital. Si bien pueden tomar algunas decisiones, lo hacen en nombre de una entidad nacional y no de la colectividad seccional donde ejercen la función. Además de este tipo de desconcentración, que se podría denominar territorial, también existen otras formas como la jerárquica y la delegación. 




 La desconcentración jerárquica consiste en el otorgamiento de funciones de una autoridad superior a una inferior sin que exista necesariamente desplazamiento físico, es decir, que continúan siendo ejercidas desde el centro o capital. Es el caso por ejemplo en el que el ministro, que es el ordenador del gasto, asigna dicha función en otro u otros funcionarios de menor jerarquía. 




 En la desconcentración territorial como jerárquica el otorgamiento de las funciones puede hacerse bajo dos modalidades: como delegación o como adscripción. Mediante delegación el funcionario que es titular de una competencia (delegante) la traslada a un inferior (delegatario) para que este la ejerza a nombre de aquel. Por ejemplo, el presidente de la República puede delegar alguna de sus funciones en sus ministros, jefes de departamento administrativos o gobernadores. Si la delegación la hace en los ministros, habrá delegación jerárquica; si la hace en los gobernadores, habrá delegación territorial y jerárquica. 




 La descentralización, en sentido estricto, sería la facultad que se otorga a las entidades públicas diferentes a las centrales para gobernarse por sí mismas mediante la asignación de funciones para que las ejerzan autónomamente sin tener que responder por sus actos ante autoridades superiores. 




 Dentro de la estructura del Estado colombiano se distinguen dos grandes niveles: 




 
	 El nivel nacional: está integrado por aquellos organismos de jurisdicción o cobertura nacional, como la Presidencia de la República, los Ministerios, los departamentos administrativos, superintendencias, Contraloría General de la Nación, Procuraduría General, Congreso. Más exactamente, está conformado por la rama legislativa (Cámara y Senado), la rama ejecutiva (Presidencia de la República, Vicepresidencia, los Ministerios, los departamentos administrativos, las superintendencias, los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado), la rama judicial (Corte Suprema de Justicia, Corte Constitucional, Consejo de Estado, Consejo Superior de la Judicatura y, los organismos de control (Contraloría) y Fiscalía) y electorales (Consejo Nacional Electoral y Registraduría Nacional del Estado Civil). 

 
	 El nivel territorial: Conocido también como sector descentralizado, territorialmente está integrado por los departamentos, distritos y municipios, además de los territorios indígenas. 
 



 

 Ingresos de los niveles 




 Cada nivel tiene sus fuentes propias de ingresos, además de autonomía para el manejo de ellas. Los principales ingresos de nivel nacional provienen de los impuestos a la renta, ventas y comercio exterior. En este nivel, y en materia financiera, la rama legislativa y la judicial y los organismos de control y electorales, al igual que el sector central de la rama ejecutiva, se caracterizan porque no generan ingresos sino que dependen de los aportes incluidos en el presupuesto nacional, es decir: no producen sino gastan. 




 Por el contrario, el sector descentralizado de la rama ejecutiva, con la excepción de algunos establecimientos públicos, se caracteriza por su autosuficiencia en materia financiera, pues genera ingresos a través de la venta de bienes y servicios. Cuando genera utilidades, estas pueden ser utilizadas para financiar los gastos de dichas entidades y de otras integrantes del presupuesto nacional si así lo determina el Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes). 




 A nivel departamental, las principales rentas se originan en impuesto al consumo de licores, cerveza y cigarrillos, la explotación de los monopolios fiscales (tales como las loterías o el chance), las transferencias de la nación (participación en los ingresos corrientes) y la participación en las regalías por explotación de recursos naturales no renovables, siempre y cuando corresponda a programas de interés y beneficio de la colectividad. 




 Los distritos y municipios reciben sus mayores ingresos del impuesto predial, del impuesto de industria y comercio y de las regalías. Asimismo, algunos municipios también perciben ingresos por el impuesto de vehículos. 




 Es necesario destacar que la Constitución de 1991, cuando en su título V considera la estructura del Estado, en realidad trata de la estructura del poder público. En consecuencia, como preámbulo a nuestro curso de hacienda pública vamos a esbozar lo referente a las ramas y órganos del poder público. 




 La Constitución de 1991 no solamente habla de tres ramas del poder público —la legislativa, la ejecutiva y la judicial— sino que además se refiere a órganos del poder público. En este sentido, nos advierte que dichos órganos son autónomos e independientes para el cumplimiento de las mismas funciones del Estado. Así, los diferentes órganos tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para realizar sus fines. 




 De acuerdo con la Ley 489 de 1998 se aclaró aun en mejor forma la estructura de las ramas del poder público, así como el funcionamiento y la autonomía de algunos de los órganos, dentro de los cuales merecen la mayor atención el Banco de la República, el Consejo Nacional Electoral y la Comisión Nacional de Televisión (liquidada). Igualmente, la Constitución de 1991 estableció, entre otros órganos, el Sistema Nacional de Planeación y la Superintendencia Financiera. 





 1.2 Ramas del poder público 





 

 Rama legislativa 




 La estructura del Congreso colombiano es bicameral, debido a que está constituido por dos cámaras: el Senado y la Cámara de Representantes. 




 [image: images/img-20-1.jpg]

  El Senado está integrado por cien miembros elegidos por circunscripción nacional, además de dos senadores elegidos en forma especial por las comunidades indígenas. Encontramos en la cámara alta que esta se maneja por medio de comisiones permanentes —Constitucional, Internacional, Hacienda, Presupuesto, Ambiental, Servicios Públicos y Social— y legales —de cuentas y de investigaciones y acusaciones—. 




 La Cámara de Representantes se compone de dos representantes por cada circunscripción territorial y uno más por cada 250.000 habitantes. Cada departamento y el Distrito Capital conforman una circunscripción territorial. Igualmente, la cámara baja tiene comisiones accidentales —de cuentas— y otras —de derechos humanos y audiencias, de ética, de acreditación, de crédito público y de seguridad—. 





 

 Rama judicial 
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  Esta rama del poder público está constituida por la jurisdicción ordinaria (Corte Suprema de Justicia), la jurisdicción constitucional (Corte Constitucional), las jurisdicciones especiales (Jurisdicción indígena, Jueces de Paz), el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación y la jurisdicción contenciosa administrativa (Consejo de Estado). 





 

 Rama ejecutiva 




 La rama ejecutiva la componen: la Presidencia de la República, la Vicepresidencia, los Ministerios (Interior, Justicia y Derecho, Relaciones Exteriores, Hacienda y Crédito, Defensa Nacional, Agricultura, Protección Social, Minas y Energía, Cultura , Educación, Comunicaciones, Transporte, Comercio, Industria y Turismo, Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial), los departamentos administrativos (Presidencia de la República, Planeación Nacional, Departamento Nacional de Estadística), y las superintendencias (Notariado y Registro, Financiera, Vigilancia y Seguridad, Cooperativas, Subsidio Familiar, Salud, Industria y Comercio, Sociedades, General de Puertos, Servicios Públicos). 





 

 Clases de órganos u organismos del Estado 




 
	 Órganos de control: En cuanto a los órganos u organismos de control de los cuales trata la Constitución de 1991 y la Ley 489/98, tenemos: 
 


 
	 La Procuraduría General de la Nación, cuyo titular es elegido por el Senado de la República para períodos de cuatro años, de terna integrada por candidatos del presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado. Para el cumplimiento cabal de sus funciones, la Procuraduría tiene atribuciones de policía judicial y puede exigir a los funcionarios públicos y a los particulares la información que considere necesaria. 
 
	 La Defensoría del Pueblo es un organismo autónomo, administrativa y presupuestalmente, pero que, de acuerdo con sus funciones, hace parte del Ministerio Público (Procuraduría General de la Nación). 
 
	 La Personería Municipal es la entidad que ejerce las funciones del Ministerio Público en el municipio. Se encarga de vigilar que las autoridades municipales cumplan sus funciones de acuerdo con la Constitución y la ley, respetando los derechos humanos y los intereses de la comunidad. 
 
	 Las veedurías ciudadanas son un mecanismo democrático de representación que les permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias ejercer vigilancia sobre la gestión pública, respecto a las autoridades administrativas, políticas, judiciales, electorales y legislativas y a los órganos de control. Las veedurías ciudadanas están reglamentadas por la Ley 850 de 2003. 
 


 
	 Control fiscal: 
 


 
	 Contraloría General de la Nación: Tanto la Contraloría General de la Nación como las contralorías departamentales y municipales tienen como función fundamental vigilar el manejo y destino que se les dé a los bienes y recursos públicos por parte de los empleados del Estado y de los particulares que manejen esta clase de bienes y recursos. Asimismo, deben controlar los resultados obtenidos por la administración. 

 


 
	 Organización electoral: Es la encargada de la implementación, dirección y vigilancia de las elecciones y de llevar el registro de la identidad y el estado civil de las personas. Está conformada por el Consejo Nacional Electoral, la Registraduría Nacional del Estado Civil, las registradurías distritales y las registradurías municipales. 
 


 
	 El Consejo Nacional Electoral es el órgano superior de la organización electoral. Está integrado por el número de miembros que determina la ley (7), los cuales son elegidos por el Consejo de Estado para períodos de cuatro años, de ternas elaboradas por los partidos y movimientos políticos que tengan personería jurídica, y deben reflejar la composición política del Congreso. 
 
	 La Registraduría del Estado Civil es el organismo ejecutor de las funciones de la organización electoral, responsable de la dirección y organización de las elecciones, lo mismo que de todo lo relacionado con el registro civil y la identidad de las personas. 
 


 
	 Organización territorial: La conforman los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas, que tienen autonomía para la gestión de sus intereses. Los entes territoriales tienen autonomía financiera y crediticia, y por lo tanto pueden emitir títulos de la deuda pública con sujeción a la ley del endeudamiento. 
 
	 El Banco de la República: En marzo de 1923 el presidente Pedro Nel Ospina contrató a un grupo de expertos, presidido por el profesor Edwin Walther Kemmerer, que más tarde tomó el nombre de Misión Kemmerer. La primera actividad de esa comisión fue el estudio de nuestra realidad económica mediante el contacto y discusión con cámaras de comercio, sociedades de agricultores y agentes oficiosos regionales. Luego, sin que se tratara de un transplante de normas y organizaciones vigentes en otras economías, ni de innovación total, la Misión condujo al ordenamiento de lo aprovechable en las leyes dictadas el año anterior, como base para la elaboración del estudio orgánico de la entidad que iba a nacer (Ley 30/22, Ley 60/22). 
 


 Mediante la Ley 25 de 1923 se creó el Banco de la República como banco central colombiano, lo que constituye un elemento fundamental en la organización económica e institucional del país. 




 Con el paso de los años esta institución ha experimentado cambios importantes que han buscado adecuarla a una economía en permanente proceso de crecimiento y actualización (Ley 17/25, Ley 73/30, Ley 82/31, Ley 46/33, Ley 21/63, Ley 7/73, Constitución de 1991, arts. 371/372/373 




 y Ley 31/92). 




 La Constitución nacional y la Ley Orgánica del Banco de la República (Ley 31/92) le otorgan autonomía a este como banco central de Colombia, es decir que el banco no forma parte de las ramas del poder público ni de los organismos de control o fiscalización, ni del poder electoral, sino que es una entidad del Estado, de naturaleza única, dotada de una organización propia adaptada a las funciones que debe desempeñar. En términos técnicos, la autonomía consiste en la capacidad del banco para el libre análisis de los fenómenos monetarios y para diseñar y aplicar la política a su cargo sin sujeción a otras instancias del Estado. Legalmente, la jerarquía constitucional otorgada al banco permite su estabilidad institucional y sustenta la sana permanencia de sus tradiciones y criterios ajenos al devenir o a las influencias políticas. 




 No obstante, es necesario anotar que autonomía no significa aislamiento, y es claro que las políticas monetarias, crediticia y cambiaria deben guardar armonía con la política económica general del Gobierno. Para facilitar esta coordinación el ministro de Hacienda es quien preside la junta directiva del banco. Adicionalmente, la junta debe consultar el programa macroeconómico del Gobierno, cuidándose sin embargo de no comprometer el cumplimiento del objetivo fundamental que le ha sido encomendado: la preservación de la estabilidad de precios mediante el mantenimiento del poder adquisitivo de la moneda (Ley 31/92). 





 

 Introducción 




 Importancia de la Hacienda Pública 




 Pretender la comprensión de la Hacienda Pública o de las finanzas del Estado, sin tener conocimientos previos de otras disciplinas como la economía general, la economía colombiana, el derecho administrativo y la misma política, sería un atrevimiento. 




 Debemos recordar cómo la humanidad, en sus inicios, no conoció la diferencia entre pobres y ricos, es decir: todos tenían las mismas posibilidades y sus necesidades giraron alrededor de satisfacer lo básico y fundamental (alimento, protección, vestido), para lo cual acudieron a su ingenio y en otros casos unificaron estrategias con sus semejantes para satisfacerlas en la mejor forma. Pero cuando el mismo hombre puso límites a la tierra y se declaró propietario de dichos predios, surgió la desigualdad entre los seres y apareció la gran brecha entre ellos. 




 Desde aquel estadio de la humanidad (de tener una vida nómada y pasar a una vida sedentaria) se comenzó a observar el desarrollo de las capacidades propias de los individuos, ayudados por la misma naturaleza, que ofreció a sus moradores excedentes naturales. Estos dieron origen al primitivo sistema de trueque, es decir, el hombre comenzó a explotar lo que posteriormente se conoció con el nombre de “mercado”. Los inconvenientes encontrados en el trueque directo, como son la no equivalencia mutua entre los bienes que se trocaban o los deseos cruzados de poseer y entregar lo que se ofrecía y demandaba, llevaron al hombre a buscar un elemento de equilibrio en la transacción. Fue así como la humanidad comenzó a utilizar diferentes medios para ello: los animales, el aceite, las conchas marinas, los metales en bruto, la misma mujer, los esclavos; es decir, el hombre creó lo que hoy en día conocemos con el nombre de moneda. 




 Con la aparición de la moneda en las transacciones surgió implícitamente la utilidad. El individuo se fue especializando en aquella o aquellas actividades en las cuales tenía una mayor facilidad y de ello surgieron años más tarde la clase de artesanos. Estos no solamente generaron bienes para satisfacer las necesidades de su grupo social sino que sus excedentes sirvieron para negociar y adquirir aquellos bienes que necesitaban igualmente pero que no se podían suministrar por sus propios medios. Al generar bienes la preocupación del hombre fue transarlos con los bienes producidos por sus semejantes y obtener recursos que le permitieran a su vez adquirir otros bienes y servicios. Esto sin importar que en el proceso productivo él y sus semejantes dejaran deshechos que, al no controlarlos, fueron los causantes de desequilibrio ambiental. 




 Es así que a medida que crecieron los grupos humanos aumentaron sus necesidades, muchas de ellas causadas por el mismo hombre que producía los bienes y servicios. Sin embargo, la preocupación de este por solucionar esas nuevas necesidades podían no ser de su “resorte” o de su interés, es decir que, en la dirección del grupo social, la construcción de vías de comunicación, la administración de justicia, el mantenimiento de las relaciones con otras sociedades y la protección de los asociados podían estar fuera de la incumbencia particular del productor. 




 Sin embargo, alguien tenía que encargarse de solucionar esas nuevas necesidades: el Estado. Así como el individuo al especializarse buscó medios (dinero) para satisfacer sus necesidades particulares, este nuevo ente (Estado) requirió de recursos para lo mismo, pero multiplicado muchas veces, pues eran las necesidades de toda la comunidad. En las sociedades antiguas como las de los pueblos griegos y romanos, para solucionar dichas necesidades acudieron al producto de los bienes de la comunidad, las multas, el botín de guerra, las donaciones de los asociados, las indemnizaciones exigidas a los pueblos vencidos y, por último, se acudió a lo que hoy en día conocemos con el nombre de impuestos. 




 El Estado tomó para sí la tarea de solucionar las necesidades creadas por los particulares: descontaminación del medioambiente, apertura de vías, protección a los asociados, administración de justicia, salud, educación, orden interno y relaciones internacionales. No obstante, se contó con muchas dificultades ante la escasez de medios y ante el crecimiento diario de las necesidades colectivas, lo cual fue ampliando la diferencia entre pobres y ricos. 




 De este modo los recursos de propiedad del Estado resultaron insuficientes. Se hizo necesario entonces crear los impuestos, muchos de ellos inaplicables y, en otros casos, injustos pues, en lugar de ser un tributo progresivo que permitiera la redistribución del ingreso nacional, se fueron constituyendo en tributos regresivos, que restaban capacidad de compra a las clases menos favorecidas. 




 Encontramos que el sector privado creador y productor de bienes y servicios es igualmente generador de otras necesidades de mayor envergadura, cuya solución hace necesaria la aparición del sector público. 





 1.3 Bosquejo de la materia 




 Si la hacienda pública, como lo dice el doctor Esteban Jaramillo (1969), “es el conjunto de bienes materiales puestos a disposición de los que manejan las entidades públicas para satisfacer las necesidades colectivas” y las finanzas públicas se consideran como los instrumentos o herramientas que utiliza el Estado para administrar los recursos públicos y la obtención de estos, podemos organizar su estudio en la siguiente forma: 




 
	 Generalidades 
 
	 Gasto público 
 
	 Ingreso público 
 
	 Crédito público 
 
	 Presupuesto público 
 
	 Control presupuestal 
 



 

 Generalidades 




 La existencia en el hombre de una serie de necesidades de diferente índole y su natural aspiración a satisfacerlas con el menor esfuerzo posible son precisamente el origen de las instituciones políticas. El ser humano, al igual que el resto de las criaturas vivientes, busca la satisfacción de sus necesidades con el menor sacrificio posible y con la máxima eficiencia y utilidad. 




 De todas las necesidades propias al hombre, unas se satisfacen por el esfuerzo aislado del individuo; otras, contando con el esfuerzo de sus semejantes; y algunas, mediante la existencia de la sociedad civil y política. Pero para que se puedan satisfacer todas es requisito indispensable que el individuo tenga vida en común con sus semejantes porque, si bien es cierto que el hombre al agruparse en comunidad ve acrecentar enormemente los medios para satisfacer las necesidades, igualmente es cierto que verá aumentar sustancialmente sus propias necesidades y las de sus semejantes. 




 Debemos partir de la premisa de que la vida en sociedad es natural y necesaria al hombre. La realidad histórica demuestra que el hombre en toda su existencia, así como el resto de seres vivientes, busca reunirse con los demás seres de su especie. De ahí la aparición de la familia, las tribus, los clanes y la sociedad civil y política. 




 Toda agrupación, por pequeña que sea, presupone la existencia de un gobierno, es decir, de un poder de representación, de dirección y de defensa. En la primera agrupación dicho poder es ejercido por el padre; en la tribu y en el clan el que desempeña las funciones de gobierno o la jefatura de la colectividad es el más fuerte, el más anciano o el más virtuoso. Este individuo se debe comportar como guerrero, como juez o como sumo sacerdote a fin de atender la defensa de la comunidad, el castigo de los delitos o contravenciones y la dirección del sentimiento religioso natural al hombre. 




 De la necesidad biológica, social e histórica del gobierno surge otra necesidad: la de un patrimonio colectivo, es decir, la existencia de cierta cantidad de bienes materiales puesta a disposición de ese gobierno para que a su vez cumpla con sus propias funciones, entre otras la de pagar salarios a los funcionarios públicos, prestaciones, bonificaciones, indemnizaciones, suministros de útiles, pagos de arriendo y cancelación de servicios públicos. 




 En las sociedades primitivas ese patrimonio colectivo tuvo que ser muy pequeño. Tal vez podemos decir que su monto o cuantía no tuvo ninguna importancia básicamente por la sencillez que el mismo mecanismo tuvo. Sin embargo, a medida que las agrupaciones fueron creciendo, y debido a la aparición de mayor cantidad de necesidades en la colectividad, dichos patrimonios se fueron haciendo más enormes y complejos, hasta llegar hoy en día a las cifras colosales de los modernos presupuestos de las naciones. 




 Para el caso de Colombia, las cifras históricas del presupuesto nacional se presentan en el cuadro siguiente. Ese patrimonio es lo que constituye la hacienda pública. 




 Evolución del presupuesto nacional desde el año 2000 hasta la fecha 




   	 1  	 2000  	 $46.600.000.000.000  
  	 2  	 2001  	 $56.900.000.000.000  
  	 3  	 2002  	 $62.500.000.000.000  
  	 4  	 2003  	 $67.170.000.000.000  
  	 5  	 2004  	 $77.600.000.000.000  
  	 6  	 2005  	 $93.700.000.000.000  
    	 7  	 2006  	 $105.400.000.000.000  
  	 8  	 2009  	 $140.500.000.000.000  
  	 9  	 2010  	 $148.300.000.000.000  
  	 10  	 2011  	 $147.300.000.000.000  
  	 11  	 2012  	 $165.300.000.000.000  
  	 12  	 2013  	 $185.500.000.000.000  
  	 13  	 2014  	 $203.000.000.000.000  
  
 
 Evolución del salario mínimo desde el año 2000 hasta la fecha 




   	 1  	 2000  	 $260.160  
  	 2  	 2001  	 $286.000  
  	 3  	 2002  	 $309.000  
  	 4  	 2003  	 $332.000  
  	 5  	 2004  	 $358.000  
  	 6  	 2005  	 $381.500  
  	 7  	 2006  	 $408.000  
  	 8  	 2007  	 $433.700  
  	 9  	 2008  	 $461.500  
  	 10  	 2009  	 $496.900  
  	 11  	 2010  	 $515.000  
  	 12  	 2011  	 $535.300  
  	 13  	 2012  	 $565.700  
  	 14  	 2013  	 $569.500  
  	 15  	 2014  	 $616.000  
  
  Evolución del tipo de cambio desde el año 2000 hasta la fecha 




   	 1  	 2000  	 $2.229,34  
  	 2  	 2001  	 $2.291,18  
  	 3  	 2002  	 $2.650,00  
  	 4  	 2003  	 $2.778,00  
  	 5  	 2004  	 $2.389,75  
  	 6  	 2005  	 $2.321,71  
  	 7  	 2006  	 $2.238,79  
  	 8  	 2007  	 $1.950,00  
  	 9  	 2008  	 $2.018,62  
  	 10  	 2009  	 $2.243,59  
  	 11  	 2010  	 $2.044,23  
  	 12  	 2011  	 $1.938,38  
  	 13  	 2012  	 $1.798,23  
  	 14  	 2013  	 $1.899.23  
  
 
 1.4 Definiciones generales 





 

 Hacienda pública 




 El doctor Esteban Jaramillo (1969) define la hacienda pública como “el conjunto de bienes materiales de que disponen los que manejan las instituciones políticas para atender las necesidades colectivas”. 





 

 Finanzas públicas 




 Es el conjunto de reglas y normas que determinan la forma de constituir, administrar e invertir el patrimonio público. La ciencia fiscal se encarga, en el aspecto de constitución del patrimonio público, de enseñar las formas de adquirirlo analizando detalladamente las diferentes fuentes de ingreso, así sea que procedan de la comunidad en general, de los recursos del crédito o del patrimonio particular. 




 El ente central —Estado— atiende ordinariamente a servicios de carácter general, inmateriales e indivisibles y además de competencia exclusiva, como son los de defensa nacional, orden interno, administración de justicia o diplomacia, en tanto que los departamentos y municipios atienden servicios menos inmateriales y generalmente divisibles en sus costos. Tales entidades pueden fundar empresas para obtener servicios o generar productos para la comunidad y conseguir de esa manera importantes ingresos públicos mediante tasas cobradas a los usuarios. En ocasiones pueden fundar empresas encaminadas a producir bienes y servicios para satisfacer necesidades básicas de la colectividad mediante el cobro de precios y, como consecuencia, generar utilidades. 




 Les es dado a tales entidades cobrar impuestos, derechos, honorarios o contribuciones. Todos estos ingresos se deben invertir en gastos ordinarios de la administración, gastos de funcionamiento y gastos de inversión y en atención a la deuda. Entre estos gastos se incluyen las obras de higiene, educación, saneamiento, vivienda y mantenimiento y pavimentación de vías. 




 Algunos autores afirman que el fin del Estado es la realización del bien común en gestión armónica con las demás comunidades menores que conforman la sociedad. Pero para el logro de una operación ordenada es preciso apelar al principio de la subsidiariedad, es decir que debe darse libertad de acción a las comunidades menores; el Estado solamente debe intervenir cuando la realización del bien común lo exija. En otras palabras, la entidad administrativa superior no debe hacer lo que la inferior pueda hacer. 




 Esta regla nos lleva a la conclusión de que la competencia del Gobierno nacional nace donde las fuerzas de los Gobiernos departamentales no alcancen la satisfacción de las necesidades cuya responsabilidad les debe estar confiada por la naturaleza misma de las funciones. 




 Para fundamentar lo anterior es necesario analizar lo que el artículo 287 de la Constitución nacional preceptúa: 




 Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses y dentro de los límites de la constitución y la ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 




 
	 Gobernarse por autoridades propias. 
 
	 Ejercer las competencias que les correspondan. 
 
	 Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones de acuerdo a la ley. 
 
	 Participar en las rentas nacionales. 
 



 1.5 Descentralización 




 La descentralización es un fenómeno en virtud del cual el Estado les otorga a otras entidades públicas la facultad de gobernarse por sí mismas, entregándoles funciones que en principio le corresponden a él para que las ejerzan en forma autónoma e independiente. Lo anterior se corrobora con la llamada “especialización y tecnificación” que se da en el mundo moderno y cuyo eficiente cumplimiento no lo lograría solamente el ente central. En las empresas industriales y comerciales del Estado se ve una clara manifestación de esa descentralización. 




 En el mundo moderno la descentralización es tan importante como la separación de los poderes de la que nos hablan los tratadistas de derecho constitucional. Podemos decir que en nuestro medio encontramos los siguientes tipos de descentralización, pero no en forma absoluta sino en forma relativa: 




 
	 Legislativa. 
 
	 Administrativa. 
 
	 Técnica. 
 
	 Territorial. 
 
	 Económica. 
 



 

 Descentralización legislativa 




 Consideramos que los siguientes artículos de la Constitución nacional hacen referencia a la descentralización legislativa, pero debemos aclarar que tal descentralización, en sentido estricto, no existe pues un solo órgano (legislativo) es el que expide las leyes; por lo tanto las normas expedidas por las asambleas departamentales y por los concejos municipales no son leyes, sino actos administrativos complejos (ordenanzas y acuerdos). 




 Artículo 299 




 En cada departamento habrá una corporación administrativa de elección popular que se denominará asamblea departamental, la cual estará integrada por no menos de once miembros ni más de treinta y uno, los cuales toman el nombre de diputados y no deben ser considerados como funcionarios públicos sino como servidores públicos. 




 Artículo 300 




 Corresponde a las asambleas departamentales por medio de ordenanzas: 




 
	 Reglamentar el ejercicio de las funciones y la prestación de los servicios a cargo del departamento. 
 
	 Expedir las disposiciones relacionadas con la planeación, el desarrollo económico y social, el apoyo financiero y crediticio a los municipios, el turismo, el transporte, el ambiente, las obras públicas, las vías de comunicación y el desarrollo de sus zonas de fronteras. 
 
	 Adoptar de acuerdo con la ley los planes y programas de desarrollo económico y social y los de obras públicas, con la determinación de las inversiones y medidas que se consideren necesarias para impulsar su ejecución y asegurar su cumplimiento. 
 
	 Decretar, de conformidad con la ley, los tributos y contribuciones necesarios para el cumplimiento de las funciones departamentales. 
 
	 Expedir las normas orgánicas del presupuesto. 
 
	 Dictar normas de policía. 
 


 Artículo 312 




 En cada municipio habrá una corporación administrativa elegida popularmente para períodos de tres años que se denominará Concejo Municipal, integrada por no menos de siete miembros ni más de veintiún miembros según lo determine la ley de acuerdo con la población respectiva. Los concejales no tienen la calidad de empleados públicos. 




 Artículo 313 




 Corresponde a los concejos: 




 
	 Reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del municipio. 
 
	 Adoptar los correspondientes planes y programas de desarrollo económico. 
 
	 Votar de conformidad con la Constitución y la ley los tributos y los gastos locales. 
 
	 Expedir anualmente el presupuesto de gastos e ingresos. 
 
	 Reglamentar los usos del suelo. 
 
	 Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio. 
 



 

 Descentralización administrativa 




 La Constitución nacional se refiere en los siguientes artículos a la descentralización administrativa: 




 Artículo 287 




 Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 




 
	 Gobernarse por autoridades propias. 
 
	 Ejercer las competencias que les corresponden. 
 
	 Administrar los recursos y establecer tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
 
	 Participar en las rentas nacionales. 
 


 Artículo 289 




 Por mandato de la ley, los departamentos y municipios ubicados en zonas fronterizas podrán adelantar directamente con la entidad territorial limítrofe del país vecino, de igual nivel, programas de cooperación e integración, dirigidos a fomentar el desarrollo comunitario, la prestación de servicios públicos y la preservación del ambiente. 




 Artículo 296 




 Para la conservación del orden público o para su restablecimiento donde fuere turbado, los actos y las órdenes del presidente de la República se aplicarán de manera inmediata y de preferencia sobre las de los gobernadores. Los actos y órdenes de los gobernadores se aplicarán de igual manera y con los mismos efectos en relación con los de los alcaldes. 




 Artículo 298 




 Los departamentos tienen autonomía para la administración de los asuntos seccionales y la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro del territorio en los términos establecidos por la Constitución. 




 Artículo 311 




 Al municipio como entidad fundamental de la división político-administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local y ordenar el desarrollo de su territorio. 




 Artículo 314 




 En cada municipio habrá un alcalde, jefe de la administración local y representante legal del municipio, que será elegido popularmente para períodos de tres años, no reelegible para el período siguiente. 




 Artículo 315 




 Son atribuciones del alcalde: 




 
	 Cumplir y hacer cumplir la Constitución y la ley, los decretos del Gobierno, las ordenanzas y los acuerdos del Concejo. 
 
	 Conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y las instrucciones y órdenes que reciba del presidente de la República y del respectivo gobernador. 
 
	 Dirigir la acción administrativa del municipio. 
 
	 Sancionar y promulgar los acuerdos que hubiere aprobado el Concejo. 
 
	 Crear o fusionar los empleos de sus dependencias, señalarles funciones especiales y fijar sus emolumentos con arreglo a los acuerdos correspondientes. 
 
	 Ordenar los gastos municipales de acuerdo con el plan de inversión y el presupuesto. 
 


 Descentralización técnica 




 En este caso no se hacen consideraciones de orden territorial sino meramente técnicas. Los partidarios de este sistema sostienen que la estructura estatal tiene que ir variando de acuerdo con el progreso de los pueblos y con el aumento de las necesidades de la comunidad. Esta descentralización se realiza muchas veces en el campo público y otras en colaboración con la iniciativa privada. 




 En Colombia este sistema empezó a partir del año de 1929, cuando se realizó en Bogotá el movimiento cívico con el fin de rescatar las empresas públicas municipales de las garras de la politiquería. El movimiento cívico tuvo éxito y, para realizar el objetivo, fundaron un ente libre con personería propia y capital independiente y administrado por una junta autónoma, en la cual tenían representación los bancos prestamistas. 




 A partir de esa época empezaron a surgir en Colombia institutos descentralizados tales como: 




 
	 La Federación Nacional de Cafeteros, que nació como entidad particular —es decir, fue una asociación de productores de café— y más tarde consiguió la creación de un impuesto sobre las exportaciones del grano, el cual le sería entregado a la federación para que se aplicara a sus fines propios. De esta forma llegó a ser una entidad semioficial. 
 
	 El Instituto de Crédito Territorial, luego cambiado por Inurbe (también desaparecido del ámbito nacional), se fundó con el fin de solucionar el problema de vivienda del pueblo colombiano. 
 
	 El Instituto de Fomento Industrial (IFI) se fundó con el ánimo de financiar la industria y promoverla en su etapa inicial. Este, al igual que otros establecimientos, se liquidó por ineficiente y burocrático. A cambio de ellos el Gobierno nacional creó el Fondo Nacional de Financiamiento. 
 
	 La Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero (hoy Banco Agrario) se fundó con el fin de suministrar crédito favorable a las personas que se ocupan en los ramos mencionados. 
 


 Similares a los anteriores, hubo otras creaciones como el Fondo de Promoción de Exportaciones (hoy en día Bancoldex), el desaparecido Instituto de Fomento Municipal, el Instituto de Investigaciones Tecnológicas, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, el Instituto de Especialización Técnica en el Exterior (Icetex), el Instituto de Seguros Sociales (liquidado) hoy en día Colpensiones y la nueva EPS, el Instituto de Asuntos Nucleares, el Instituto de Medicina Legal, el Instituto de Cancerología, el Instituto Colombiano Agropecuario, el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (liquidado), en mayo de 2003 en conjunto con el DRI, el INAT y el INPA y agrupados en el llamado Incoder hoy en día con miras a su liquidación, el Instituto Nacional de Salud. 




 Se ha notado en el legislador la tendencia a descentralizar funciones en organismos especializados desprendiéndolas o derivándolas de las tres ramas del poder público, sin que pueda afirmarse tampoco que tales organismos pueden sustraerse de la administración pública central. Así lo establece el artículo primero de la Ley 151 de 1959 cuando dispone: 




 Las empresas y establecimientos públicos descentralizados, cualquiera que sea la forma de administración adoptada, son parte de la administración pública; sus bienes y rentas, por su origen, son desmembración del patrimonio público y están afectos a la prestación de servicios públicos, culturales y sociales y a la regulación y fomento de la economía nacional dentro de los límites que señala la Constitución. 





 

 Descentralización territorial 




 El título 11 de la Constitución nacional, en su capítulo uno, nos habla de las disposiciones generales en cuanto a organización territorial. Debemos entender la descentralización territorial como el otorgamiento de competencias o funciones administrativas a las entidades territoriales regionales o locales, las cuales ejecutan en su nombre y bajo su propia responsabilidad. Lo anterior no quiere decir que las autoridades locales se aparten del control ejercido por el poder central. Es importante por lo tanto mirar lo que al respecto rezan los artículos 285, 286 y 288 de la Constitución. 




 Artículo 285 




 Fuera de la división general del territorio, habrá las que determine la ley para el cumplimiento de las funciones y servicios a cargo del Estado. 




 Artículo 286 




 Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas. 




 La ley podrá darles el carácter de entidades territoriales a las regiones y provincias que se constituyan en los términos de la Constitución y de la ley. 




 Artículo 288 




 La ley orgánica del ordenamiento territorial establecerá la distribución de competencias entre la nación y las entidades territoriales. 




 Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley. 





 

 Descentralización desde el punto de vista económico 




 Los siguientes artículos de la Constitución nacional nos hablan al respecto: 




 Artículo 295 




 Las entidades territoriales podrán emitir títulos y bonos de la deuda pública, con sujeción a las condiciones del mercado financiero, e igualmente contratar crédito externo, todo de conformidad con la ley que regule la materia. 




 Artículo 317 




 Solo los municipios podrán gravar la propiedad inmueble. Lo anterior no obsta para que otras entidades impongan contribución de valorización. 




 La ley destinará un porcentaje de estos tributos, que no podrá exceder del promedio de las sobretasas existentes, a las entidades encargadas del manejo y conservación del ambiente y de los recursos naturales renovables, de acuerdo con los planes de desarrollo de los municipios del área de su jurisdicción. 




 Artículo 334 




 La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. 




 El Estado, de manera especial, intervendrá para dar empleo a los recursos humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y la competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 




 Artículo 338 




 En tiempo de paz solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables y las tarifas de los impuestos. 




 La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen, pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, la forma de hacer un reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 




 Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado no pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo. 




 Artículo 356 




 Salvo lo dispuesto por la Constitución, la ley, a iniciativa del gobierno, fijará los servicios a cargo de la nación y de las entidades territoriales. Determinará asimismo el situado fiscal, esto es, el porcentaje de los ingresos corrientes de la nación que será cedido a los departamentos, el Distrito Capital y los distritos especiales de Cartagena y Santa Marta para la atención directa, o a través de los municipios, de los servicios que les asignen. 




 Los recursos del situado fiscal se destinarán a financiar la educación preescolar, primaria, secundaria y media, y la salud, en los niveles que la ley señale, con la especial atención a los niños. 




 El situado fiscal aumentará anualmente hasta llegar a un porcentaje de los ingresos corrientes de la nación que permita atender adecuadamente los servicios para los cuales está destinado. Con este fin, se incorporarán a él la retención del impuesto a las ventas y todos los demás recursos que la nación transfiere directamente para cubrir gastos en los citados niveles de educación. 




 La ley fijará los plazos para la cesión de estos ingresos y el traslado de las correspondientes obligaciones, establecerá las condiciones en que cada departamento asumirá la atención de los mencionados servicios y podrá autorizar a los municipios para prestarlos directamente en forma individual o asociada. No se podrán descentralizar responsabilidades sin la previa asignación de los recursos fiscales suficientes para atenderlas. 




 Un 15% del situado fiscal se distribuirá por partes iguales entre los departamentos, el Distrito Capital y los distritos de Cartagena y Santa Marta. El resto se asignará en proporción al número de usuarios actuales y potenciales de los servicios mencionados, teniendo en cuenta, además, el esfuerzo fiscal ponderado y la eficiencia administrativa de la respectiva entidad territorial. 




 Cada cinco años la ley, a iniciativa de los miembros del Congreso, podrá revisar estos porcentajes de distribución. 




 Artículo 357 




 Los municipios participarán en los ingresos corrientes de la nación. La ley, a iniciativa del Gobierno, determinará el porcentaje mínimo de esa participación y definirá las áreas prioritarias de inversión social que se financiarán con dichos recursos. Para los efectos de esta participación, la ley determinará los resguardos indígenas que serán considerados como municipios. 




 Los recursos provenientes de esa participación serán distribuidos por la ley de conformidad con los siguientes criterios: el 60% en proporción directa al número de habitantes con necesidades básicas insatisfechas y al nivel relativo de pobreza de la población del respectivo municipio; el resto en función de la población total, la eficiencia fiscal y administrativa y el progreso demostrado en calidad de vida, asignando en forma exclusiva un porcentaje de esta parte a los municipios menores de 50.000 habitantes. La ley precisará el alcance y los criterios de distribución aquí previstos y dispondrá que un porcentaje de estos ingresos se invierta en la zona rural. Cada cinco años la ley, a iniciativa del Congreso, podrá revisar estos porcentajes de distribución. 




 Artículo 360 




 La ley determinará las condiciones para la explotación de los recursos naturales no renovables así como los derechos de las entidades territoriales sobre ellos. 




 La explotación de un recurso natural no renovable causará, a favor del Estado, una contraprestación económica a título de regalía, sin perjuicio de cualquier otro derecho o compensación que se pacte. 




 Los departamentos y municipios en cuyo territorio se adelanten explotaciones de recursos naturales no renovables, así como los puertos marítimos y fluviales por donde se transporten dichos recursos o productos derivados de estos, tendrán derecho a participar en las regalías y compensaciones. 




 Artículo 361 




 Con los ingresos provenientes de las regalías que no sean asignados a los departamentos y municipios, se creará un fondo nacional de regalías cuyos recursos se destinarán a las entidades territoriales en los términos que señale la ley. Estos fondos se aplicarán a la promoción de la minería, a la preservación del ambiente y a financiar los proyectos regionales de inversión definidos como prioritarios en los planes de desarrollo de las respectivas entidades territoriales. 




 Artículo 362 




 Los bienes y rentas tributarios y no tributarios o provenientes de la explotación de monopolios de las entidades territoriales son de su propiedad exclusiva y gozan de las mismas garantías que la propiedad y renta de los particulares. 




 Los impuestos departamentales y municipales gozan de protección constitucional y en consecuencia la ley no podrá trasladarlos a la nación, salvo temporalmente en caso de guerra exterior. 





 

 Corporaciones regionales autónomas 




 Según la ley, las corporaciones autónomas regionales son entidades de carácter público integradas por los entes territoriales que conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrográfica. Son de carácter autónomo, poseen recursos propios y personería jurídica y son las encargadas de la administración dentro de su jurisdicción del medioambiente y de los recursos naturales renovables y no renovables dentro de su jurisdicción por el desarrollo sostenible de su área. 




 Las corporaciones, en cumplimiento de su función como administradoras de los recursos naturales de su región, otorgan licencias ambientales, imponen multas, realizan decomisos y demás tareas de vigilancia; asimismo, desarrollan estrategias con los recursos que reciben para mitigar, evitar, prevenir y controlar los impactos de las acciones antrópicas sobre el medioambiente. De esta forma ejecutan programas y proyectos en residuos sólidos y en manejo de aguas, bosques, suelos y biodiversidad; esto con la concertación y constante concientización de la comunidad con miras a generar una transformación cultural hacia el desarrollo humano sostenible. 




 Para el año de 2013 en Colombia contamos con las siguientes corporaciones autónomas regionales: 




 
	 Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena (CAM): Comprende los territorios del Huila. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR): Comprende el Distrito Capital, el departamento de Cundinamarca y municipios como los de Chiquinquirá, Saboya, San Miguel, Caldas, Buena Vista y Ráquira. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Risaralda (Carder): Comprende el departamento de Risaralda. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Dique (Cardique): Comprende los territorios de Cartagena de Indias, Turbaco, Turbaná, Arjona, San Estanislao, Villanueva, San Jacinto, Zambrano y María La Baja. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de Sucre (Carsucre): Comprende los territorios de Sucre. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de Santander (CAS): Comprende los territorios del departamento de Santander y tiene como sede la ciudad de San Gil. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de Nariño (Corponariño): Comprende el territorio del departamento de Nariño y tiene como sede la ciudad de Pasto. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de la Frontera Nororiental (Corponor): Su territorio es el departamento de norte de Santander y tiene como sede la ciudad de Cúcuta. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Tolima (Cortolima): Comprende el territorio del departamento del Tolima y tiene como base la ciudad de Ibagué. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Quindío (CRQ): Su jurisdicción es el territorio del departamento del Quindío y su sede es la ciudad de Armenia. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare (Cornare): Tiene como sede a Rionegro. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge (CVS): Tiene como sede la ciudad de Montería. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de la Orinoquía (Corpoorinoquía): Comprende los departamentos de Arauca, Vichada, Casanare, Meta, los municipios de Guayabetal, Quetame, Une, Paratebueno, Chipaque, Cáqueza, Fosca, Gutiérrez, Choachí y Ubaque en el departamento de Cundinamarca y los municipios de Pajarito, Paya, Pisba, Labranzagrande y Cubará en el departamento de Boyacá. Su sede es la ciudad de Yopal. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia): Comprende los territorios de Antioquia y tiene como sede la ciudad de Medellín. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Atlántico (CRA): Comprende el departamento del Atlántico, con sede en Barranquilla. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de Boyacá (Corboyacá): Comprende los territorios del departamento de Boyacá, con excepción de los municipios atendidos por la CAR. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de Chivor (Corchivor): Comprende los municipios de Ventaquemada, Boyacá, Turmequé, Nuevo Colón, Viracachá, Ciénaga, Ramiriquí, Jenesano, Tibaná, Umbita, Chinavita, Pachavita, Garagoa, La Capilla, Tenza, Sutatenza, Guateque, Somondoco, Almeida, Chivor, Macanal, Santa María, San Luis de Galeno y Campohermoso. Tiene como sede a Garagoa. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Guavio (Corpoguavio): Comprende los municipios de Gachalá, Medina, Ubalá, Gama, Junín, Gachetá, Fómeque, Manbita y Guasca. Su sede es la localidad de Gachalá. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar (CSB): Comprende los territorios del departamento de Bolívar y tiene como sede la ciudad de Magangué. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Magdalena (Corpamag): Comprende los territorios del departamento del Magdalena y tiene como sede la ciudad de Santa Marta. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Cesar (Corpocesar): Comprende los territorios del departamento del Cesar y tiene como sede a la ciudad de Valledupar. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de la Guajira (Corpoguajira): Comprende los departamentos de la Guajira y tiene como sede la ciudad de Riohacha. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de Caldas (Corpocaldas): Su jurisdicción comprende los territorios del departamento de Caldas y tiene como sede la ciudad de Manizales. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Cauca (CRC): Su jurisdicción corresponde a los territorios del departamento del Cauca y tiene como sede la ciudad de Popayán. 
 
	 Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC): Comprende el territorio del departamento del Valle del Cauca y tiene como sede la ciudad de Cali. 
 
	 Corporación Autónoma Regional de la Defensa de la Meseta de Bucaramanga (CDMB): Su jurisdicción es el municipio del Playón y tiene como sede la ciudad de Bucaramanga. 
 
	 Corporación para el Desarrollo Sostenible del Norte y Oriente Amazónico (CDA): Su jurisdicción comprende los territorios de los departamentos de Vaupés, Guainía y Guaviare. Su sede es la ciudad de Puerto Inírida. 
 
	 Corporación para el Desarrollo Sostenible del Sur de la Amazonía (Corpoamazonía): Su jurisdicción corresponde a los territorios de los departamentos del Amazonas, Putumayo y Caquetá. Tiene como sede la ciudad de Mocoa. 
 
	 Corporación para el Desarrollo Sostenible del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina (Coralina): Comprende los territorios de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, el mar territorial y la zona económica de explotación exclusiva generada de las porciones terrestres del archipiélago. Tiene como base la ciudad de San Andrés. 
 
	 Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Macarena (Cormacarena): Comprende el territorio del área de manejo especial de la Macarena y tiene como sede la ciudad de Villavicencio. 
 
	 Corporación para el Desarrollo Sostenible del Chocó (Codechocó): Comprende el departamento del Chocó y tiene como base la ciudad de Quibdó. 
 
	 Corporación para el Desarrollo Sostenible de La Mojana y el San Jorge (Corpomojana): Comprende el territorio de los municipios de Majagual, Sucre, Guaranda, San Marcos, San Benito, La Unión y Caimito. Su sede está en la localidad de San Marcos. 
 
	 Corporación para el Desarrollo Sostenible del Urabá (Corpourabá): Comprende los territorios de los municipios de San Pedro de Urabá, San Juan de Urabá, Arboletes, Necoclí, Turbo, Vigía del Fuerte, Murindó, Apartadó, Carepa, Chigorodó, Mutatá, Uramita, Dabeiba, Frontino, Peque, Cañas Gordas, Giraldo, Urano y Abriaquí. Su sede es la localidad de Apartadó y Medellín. 
 


 Las corporaciones regionales autónomas tienden al aprovechamiento y desarrollo integral de las cuencas fluviales en interés del bienestar humano. A la explotación económica del agua debe sumarse la incorporación técnica de diverso orden que permite que el uso de ese recurso se haga en las mejores condiciones y con los resultados más fecundos posibles. La experiencia enseña que una determinada obra hidráulica puede servir para varios usos: generación de energía eléctrica, recreación, dotación de agua potable, irrigación, control de inundaciones, desarrollo de piscicultura en los embalses, etcétera. Lo primero que se debe tener en cuenta al desarrollar cualquier obra en una corporación son los múltiples objetivos que dicha obra debe otorgar a la comunidad y que redunde en una elevación del nivel de vida. 





 1.6 El servicio público en Colombia 




 Los servicios públicos son la principal actividad y preocupación de la administración pública. Mediante el mejoramiento diario de la prestación de ellos se busca cumplir con uno de los fines del Estado social de derecho. 




 Dentro de la política de modernización estatal se contempla la prestación de los servicios públicos por parte de las empresas oficiales, mixtas y privadas, desarrollando los principios de eficacia y eficiencia administrativa. La primera se entiende como la actuación que debe desarrollar el Estado para cumplir sus objetivos con los recursos disponibles; y la segunda, como la correcta y razonable utilización de los recursos para que el Estado pueda cumplir sus objetivos. 




 Los servicios a cargo del Estado siempre han existido en los diferentes sistemas políticos a lo largo de toda la historia, pero en principio, y como se comentó anteriormente, eran reducidos y giraban alrededor de los servicios militares en defensa de las fronteras, los servicios de la policía para mantener el orden interno y el servicio de justicia para resolver los conflictos que se presentaban entre los asociados. Sin embargo, cuando progresaron las relaciones económicas creció el poder del Estado y con ello se generaron nuevos requerimientos por parte de los asociados. Correlativamente, aparecieron nuevos servicios para mejorar la vida en comunidad y proteger a los menos favorecidos. 




 Desde la época de la Francia de la Revolución el tratadista Juan Jacobo Rousseau planteó que el servicio público es aquel referido a materias que constituyen asuntos colectivos de los ciudadanos que se anteponen a asuntos privados. 




 El servicio público está caracterizado por los siguientes requisitos: 




 
	 Un fin público. 
 
	 Un medio financiero público. 
 
	 Una gestión pública. 
 


 Entre lo mucho se ha venido hablando del servicio público, lo más grave es que no se hace distinción de los elementos que lo componen. Es importante su identificación a fin de exigir y criticar a los entes que lo deben suministrar. 





 

 Elementos esenciales del servicio público 




 Para que un servicio se pueda concebir como público, debe cumplir con algunos elementos que lo hacen propio y característico: 




 
	 La generalidad: Debe satisfacer una necesidad de la colectividad. Sin importar el sector social y su prestación, debe ser total y no parcial. 
 
	 La igualdad: Se refiere al goce de los mismos beneficios y obligaciones por parte de los asociados, sin que en la prestación del servicio pueda hacerse discriminación alguna en virtud de las personas. 
 
	 La continuidad: Los servicios públicos deben prestarse en forma regular y sin interrupciones, independientemente de quien ejerza la autoridad, con lo cual se vela por el cumplimiento de los derechos fundamentales de los asociados. 
 
	 La obligatoriedad: Es un deber de rango constitucional la prestación y garantía de los servicios públicos a todos los habitantes del territorio nacional (art. 365, C.P.). 
 
	 La adaptabilidad: Al ser la sociedad una institución dinámica, los servicios públicos necesariamente deben evolucionar y adaptarse a las exigencias de los asociados y de ese modo garantizar la prestación de un servicio eficaz que llene sus expectativas. 
 
	 La participación de la administración: La administración debe participar en forma directa e indirecta al ser este un fin primario del Estado. La participación directa se da cuando es la misma administración la que desarrolla la actividad: entonces se denomina servicio público propio; en cambio, la participación será indirecta cuando la actividad sea desarrollada por los particulares pero siempre bajo el control de la administración pública: en ese caso se llama servicio público impropio. 
 



 

 Clasificación de los servicios públicos 




 
	 Los servicios públicos de primer grado: En principio se decía que eran aquellos prestados por el Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Bienestar Social y el Ministerio de Relaciones Exteriores. Sin embargo, para nuestros días debemos aceptar que son todos los servicios prestados por todos los Ministerios, incluyendo dentro de esta categoría los servicios prestados por los departamentos administrativos, como el Dane, Planeación Nacional, Regulación Económica y Presidencia de la República. Se trata de servicios esenciales a la comunidad y se pagan con el producido de los impuestos. 
 
	 Los servicios públicos de segundo grado: Son servicios que generalmente se pagan con erogaciones de los usuarios (tasas) como compensación personal y directa, tal como ocurre con los servicios del acueducto y alcantarillado, energía eléctrica, aseo urbano, transporte prestado por el ente nacional o entes secundarios, correos, teléfonos. Las empresas que atienden la prestación de estos servicios se organizan en forma parecida a las empresas privadas. 
 
	 Los servicios de seguridad social: Los prestan los Estados modernos y consisten en ciertas actividades que no aparecen incluidas en las otras clasificaciones o categorías. El servicio de seguridad social se presta por entidades fundadas por los entes públicos o por los particulares o en forma mixta con el fin de llenar ciertos vacíos de la economía y atender los medios indispensables para satisfacer las necesidades privadas más elementales de ciertos sectores sociales o con el fin de cubrir otros riesgos originados o inherentes al trabajo. Estos organismos se financian de muy diverso modo: unas veces con impuestos, otras con tasas. De todas maneras, se considera que el servicio se debe prestar a la comunidad en forma gratuita, es decir, sin afán de lucro. 
 



 

 Conceptos fundamentales sobre la prestación de dichos servicios 




 
	 Cuando estos servicios son prestados por los entes públicos, las entidades prestatarias toman el nombre de entidades públicas de beneficencia. 
 
	 Cuando son prestados por los particulares, dichas instituciones toman el nombre de instituciones de utilidad común. 
 


 En los dos casos anteriores el fin es el mismo: “conseguir los medios indispensables para satisfacer las necesidades básicas de quienes carecen de recursos para subsistir y se encuentran imposibilitados para trabajar”. 




 Sobre las entidades que se conocen con el nombre de entidades públicas de beneficencia podemos decir que son fundaciones de los entes públicos con fines de protección social para satisfacer las necesidades privadas mínimas de las personas. Entre ellas se encuentran hospitales, orfanatos, ancianatos, granjas infantiles, manicomios y leprocomios. Estas entidades son financiadas con impuestos y con tasas. 




 Dentro de las entidades que se conocen con el nombre de instituciones de utilidad común se incluyen las llamadas fundaciones, asociaciones o corporaciones sin ánimo de lucro. Estas instituciones son de carácter privado; el Estado las protege, vigila y auxilia. 





 

 Servicios asistenciales o de seguridad social 




 Estos servicios son prestados a través de varios entes o establecimientos fundados, como se indicó anteriormente, por entidades públicas o particulares. Podemos citar como instituciones de este tipo las siguientes: 




 Instituto de Seguros sociales 




 Estas entidades han sido fundadas para cubrir los riesgos de enfermedad, accidente de trabajo, invalidez, vejez y muerte. En nuestro país se conocen con el nombre de Instituto de Seguros Sociales (liquidada), Caja de Previsión (liquidada), Caja de Subsidio Familiar. 




 El Instituto de Seguros Sociales (ISS) salió a la luz pública en 1948. En principio, se estableció que su financiamiento sería mediante cuotas aportadas por los patronos y por el trabajador. Igualmente, el Gobierno nacional entraría a aportar determinadas cuotas a fin de ayudar a su financiación y funcionamiento, pero desafortunadamente esta buena intención quedó en el papel. El mal manejo de la entidad, las conquistas laborales, la saciedad sin límites de los varios sindicatos y la corrupción administrativa llevaron al Gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez, fundamentado en la Ley 489 de 1998 y autorizado por el Congreso Nacional, a reformar su estructura. Fue así como en junio de 2003 la mayor empresa estatal, con una población trabajadora de 16.970 personas y 11.500 contratistas, fue objeto del mayor ajuste en su historia. 




 Se determinó que el Instituto se dividiría en tres empresas: la primera se dedicaría a la atención de salud (EPS), representada por siete empresas sociales del estado (ESE) con cubrimiento nacional, las cuales deberían demostrar su eficiencia y su productividad o de lo contrario desaparecerían. Desafortunadamente, en el mes de agosto de 2006 el Gobierno nacional, ante la crisis presentada por la empresa social del Estado José Prudencio Padilla (que atendía la costa atlántica), tomó la determinación de su liquidación. Al comenzar el año 2007 la empresa social del Estado Luis Carlos Galán Sarmiento, que atendía lo referente a EPS en el centro del país, cayó en una crisis que llevó al Gobierno a ordenar su liquidación. Entonces se comenzó a negociar con las principales cajas de compensación familiar la atención a los usuarios de esas empresas sociales del Estado. Posteriormente, el primero de agosto del 2008 se realizó el traslado de las personas que para esa fecha permanecían afiliadas al ISS y pasaron a ser atendidas por la Nueva EPS, conformada por las principales cajas de compensación como Colsubsidio, Cafam, Comfenalco de Antioquia, Comfenalco del Valle, Comfandi y la compañía La Previsora de Vida S.A. La Nueva EPS atiende actualmente a sus usuarios a nivel nacional con cinco regionales y cuenta con 2.114 instituciones prestadoras de servicios de salud (IPS) a nivel nacional. 




 La segunda empresa se encarga de los asuntos relacionados con la administración de riesgos profesionales (ARP) y la tercera maneja las pensiones de los afiliados, los cuales a partir de octubre del 2012 pasaron a ser atendidos por la nueva firma Colpensiones. 




 Cajanal 




 Esta entidad prestadora de servicios de salud se había salvado de su liquidación cuando sus trabajadores aceptaron declinar varias de las conquistas laborales de las que venían disfrutando. Como consecuencia, se dividió en dos entes: uno que atendió pensiones (este establecimiento siguió siendo una empresa industrial y comercial del Estado) y otro dedicado a atender salud (un ente anónimo capitalizado por los aportes de los trabajadores y acreedores). Ante la poca viabilidad de salir adelante, el Gobierno nacional tomó la determinación de liquidarla en el mes de julio de 2004. 




 Caprecom 




 Este establecimiento prestó servicios de salud especialmente a los trabajadores de las comunicaciones. Fue creado durante el período presidencial de Carlos E. Restrepo en 1912 y se constituyó en realidad como la primera caja de previsión social. Inició sus actividades bajo la denominación de Caja de Auxilios de los Ramos Postal y Telegráfico, con la función principal de reconocer a los empleados las pensiones de jubilación, invalidez y los auxilios por muerte. En 1960, mediante el Decreto 2661, se convirtió en la Caja de Previsión Social de Comunicaciones (Caprecom). En 1995 fue autorizada, mediante Resolución 0845, para operar como entidad promotora de salud (EPS) y como institución prestadora de salud (IPS). Cambió de naturaleza en 1996 y se convirtió en empresa industrial y comercial del Estado. 




 Durante mucho tiempo estuvo en la mira de la desaparición del panorama nacional por su corrupción administrativa y por la voracidad sindical. No obstante, al ceder en sus aspiraciones de convenciones colectivas, el Gobierno decidió su continuidad. De este modo mantuvo el manejo de los negocios de las EPS, las ARP, las pensiones y las IPS, pero con la condición de reducir la planta de personal de 1.323 a 800 trabajadores, desmontando igualmente varios beneficios laborales. Para el año 2012, y ante los sucesivos malos manejos que la llevaron a tener un déficit cercano a los cincuenta mil millones de pesos, en igual forma que las anteriores y en forma muy seria se viene pensando en su pronta liquidación. 





 

 Problema pensional en Colombia 




 Hasta el año de 1993 el sector público tuvo el monopolio para pensionar a los trabajadores colombianos, quienes aportaban al Instituto de Seguros Sociales (ISS), la caja nacional de previsión social (Cajanal) y otras más cajas y fondos públicos de entidades nacionales, departamentales y municipales. 




 En este contexto, las condiciones establecidas para tener el derecho a la pensión, lo mismo que los beneficios, presentaban inmensas disparidades originadas en situaciones especiales e incluso privilegios de sectores de trabajadores estatales y otros miembros de la población (Ecopetrol, Telecom, Congreso, cortes, Magisterio, hospitales públicos, Seguro Social, Fuerzas Militares, periodismo). 




 Los estudios sobre el futuro de ese sistema pensional, sus regímenes especiales y su impacto negativo en las finanzas públicas, junto con la idea de que lo que puede hacer el sector privado lo hace mejor que el Estado, abrieron las puertas para impulsar una reforma en la que los particulares tuvieran la oportunidad de manejar los recursos destinados a las pensiones. Así, el Gobierno de César Gaviria (1990-1994) propició el debate y llevó al Congreso un proyecto que buscó eliminar los regímenes especiales para que los trabajadores se pensionaran bajo las mismas reglas de juego y ampliar la cobertura del sistema. 




 El Congreso aprobó en diciembre de 1993 la Ley 100, que rompió el monopolio del sector público en el manejo de pensiones. El capital privado irrumpió con las administradoras de fondos de pensiones (AFP), mantuvo el régimen de prima media del ISS y los demás regímenes especiales y ordenó la liquidación de las cajas de fondos públicos insolventes y la creación de los bonos pensionales, así como del régimen de transición. 




 El régimen de transición se fundamenta en respetar los derechos adquiridos por un grupo de trabajadores. Para clasificar en éste régimen, las mujeres trabajadoras debían tener un mínimo de 35 años de edad y los hombres de 40 años, o 15 años de aportes pensionales al primero de abril de 1994, que fue el día en el cual entró a regir la Ley 100. Estas personas podían pensionarse con no menos de 1.000 semanas de aportes y 55 años de edad si eran mujeres o 60 años si eran hombres. La base de cotización sería el 75% del sueldo promedio de salarios de los tres últimos años laborales, basados en mínimo 1.000 semanas cotizadas. De 1.000 a 1.200 semanas, por cada 50 semanas subiría el 2% hasta llegar al 83%; de 1.200 hasta 1.400 semanas subiría por cada 50 semanas el 3% hasta llegar al 90% del salario base de cotización. 




 Sin embargo, en el año 2014, cambian las condiciones y la base de liquidación para acceder a la pensión: la edad para mujeres sube a 57 años y para los hombres a 62, y la base baja al 65% del promedio de salario durante la vida laboral. 




 Con la apertura económica han venido sucediéndose revolcones en todos los estamentos nacionales, algo de lo que no se encuentra exento el sistema que nuestro país posee en lo referente a pensiones de vejez. El Congreso de la República ha debatido la modificación de este sistema a la luz de los dos sistemas básicos de seguridad social que existen actualmente en el mundo: el de reparto o prima media y el de capitalización. 




 Los sistemas de reparto, también conocidos como de prima media, han predominado en Europa continental y consisten en que las pensiones de hoy se cubren con los aportes de capitalización de los trabajadores actuales. En el caso colombiano, en este sistema se aportaba el 13,5% del salario: los trabajadores cotizaban el 3,375% y los empleadores el 10,125%. A partir del primero de enero de 2004 entró a regir la Ley 797, según la cual el descuento para pensión es del 14,5%. Quienes ganan cuatro o más salarios mínimos mensuales aportan un 1% adicional para el Fondo de Solidaridad (aporte que para el año 2014 sube al 16%). 




 Con este sistema el derecho a obtener la pensión de vejez lo adquieren las mujeres a los 57 años y los hombres a los 62 años, siempre y cuando hayan cotizado como mínimo 1.200 semanas (aproximadamente 20 años). El ingreso base de liquidación de la pensión es el promedio de los salarios sobre los cuales se haya cotizado en los últimos diez años o el promedio de todos los años de vida laboral, dándole privilegio al mayor de ellos. La tarifa para pensionarse se aumenta gradualmente según el número de semanas aportadas. Así, comienza con el 65% por las primeras 1.200 semanas; por cada 50 semanas cotizadas adicionales hasta las 1.400 se incrementa la pensión en un 2% hasta llegar al 73%; y por cada 50 semanas cotizadas a partir de las 1.400 sube la pensión en 3% hasta alcanzar el 85% del ingreso base cotización. 




 Los sistemas de capitalización, conocidos igualmente con el nombre de ahorro individual, son de origen anglosajón y consisten en que la pensión de cada persona se cubre con los aportes que ha ido haciendo a lo largo de su vida activa laboral. Con este sistema de aportes, en teoría, cualquier trabajador puede retirarse del mercado laboral a la edad que quiera, pero eso depende del monto de recursos que haya aportado a su cuenta; por lo tanto, no existe un mínimo de semanas de aportes, sino los suficientes para hacer un capital cuyos rendimientos financien una pensión superior al 110% del salario mínimo en el momento de solicitarla. No obstante lo anterior, para acceder a la jubilación básica debe cotizar no menos de 1.150 semanas. 




 El hecho de que la mayoría de los sistemas de América Latina se hayan organizado bajo la modalidad del reparto ha ido generando problemas gigantescos en algunos de los países ante la incapacidad de los Gobiernos de atender las cargas pensionales. Por tanto, como los niveles de cobertura son altos, se ha producido cada año un déficit fiscal de tales magnitudes que en la mayoría de los casos constituye la causa principal de los procesos hiperinflacionarios de países tales como Uruguay, Argentina, Brasil y Chile. 




 El primer país en darle una solución radical al problema de las pensiones fue Chile al introducir en 1981 el primer modelo de capitalización en América Latina. 




 Colombia no ha sido ajena al problema pensional: lo que sucedía en el año 1990 era que los niveles de cobertura de la población en pensiones apenas eran del orden del 20%, y así el déficit fiscal se había podido mantener bajo control. Sin embargo, el crecimiento del déficit proyectado para el futuro mediano era exponencial y el problema pensional llegó a constituir la mayor bomba de tiempo para el Estado colombiano. De hecho, la sola deuda del Instituto de los Seguros Sociales representaba el 34% del PIB, mientras que la del sector público —vía la caja de previsión y mil entidades más— era equivalente al 38% del PIB; es decir que la deuda por pensiones en Colombia representaba el 72% del PIB. Cifras de esta magnitud llevaron al Gobierno a tomar medidas de fondo, más aún si se piensa que era indispensable aumentar rápidamente los niveles de cobertura para alcanzar índices similares al promedio de América Latina, que era del 61%. 




 A lo anterior debemos adicionar los inconvenientes administrativos inmanejables. Baste señalar que existieron más de 1.000 entidades de previsión social, cada una con un régimen diferente y que comprendían figuras tan exóticas como la posibilidad de jubilación con apenas quince años de trabajo y a cualquier edad, tal como sucedió con los trabajadores de Ecopetrol, Ferrocarriles Nacionales, Telecom y otras empresas que fue necesario liquidar por estas circunstancias. Eso lleva a pensar que no podía existir solución a la crisis actual del sistema de seguridad social sin tener en consideración una serie de elementos fundamentales que harían viable el sistema. 




 Como primera medida habría que comenzar por reconocer que el régimen de monopolio público en la prestación de la seguridad social ha demostrado no ser el más eficiente. La reforma acabó con ese monopolio tanto en el ámbito de pensiones como en la prestación de servicios de salud introduciendo el elemento de competencia. Esto llevó al usuario a tomar la decisión de continuar cotizando al ISS o pasarse a cotizar a la empresa privada. 




 Otro elemento fundamental es el que favoreció los intereses individuales, pues cada usuario cuenta con mayor libertad: puede decidir cuánto quiere ahorrar y a qué ritmo. En materia de salud también se generaron alternativas en la medida en que desaparece la obligación de cotizar al ISS servicios que muchos colombianos nunca utilizan, con lo que se acaba lo que se había constituido como un impuesto disfrazado. Por otra parte, en la medida en que aumenta el número de usuarios potenciales de los servicios de medicina prepagada o de otras modalidades de atención privada, las empresas prestatarias de servicios de salud alcanzarán más rápido la masa crítica de usuarios que necesitan para ser rentables. 





 1.7 El impacto macroeconómico 




 Muchos nos preguntaremos sobre el impacto que el nuevo régimen de seguridad ha tenido a nivel macroeconómico. Aunque es difícil determinar esto de entrada y sus efectos solo se podrán ver a mediano y largo plazo, lo cierto es que los efectos benéficos para la sociedad colombiana como conjunto son enormes. 




 La primera consecuencia lógica es a nivel de ahorro. La tasa colombiana de ahorro financiero es baja, y si bien la creación del sistema UPAC tuvo un fenómeno muy positivo en la medida en que introdujo masivamente el hábito y la posibilidad de ahorro, lo cierto es que lo que el colombiano común y corriente invierte en las corporaciones de ahorro y vivienda es un porcentaje mínimo de sus ingresos y la rotación es muy alta. 




 Sin duda el sistema UPAC fue un gran estímulo para el ahorro de los colombianos, pero lo interesante del nuevo régimen de pensiones es que le crea a cada colombiano la obligación de ahorrar para poder atender las necesidades de su vejez; es decir que cada cual tiene que desarrollar un sentido de previsión donde, más que el Estado, es él mismo quien tiene que decidir qué clase de vejez desea, lo que implica inculcar un sentido de la previsión y planeación de largo plazo en el ámbito masivo que hoy no existe en Colombia y que tiene que ser positivo para una sociedad. 




 El impacto de un mayor ahorro nacional en el mercado de capitales ha tenido como consecuencia el aumento de los recursos para la inversión, lo que le da un impulso a todas las actividades productivas. La obligación que tienen los fondos de pensiones de invertir parte de sus recursos en acciones tiene efectos importantes en el mercado bursátil, pues desencadena una desconcentración de la tenencia accionaria de las empresas y permite que la clase asalariada termine siendo la dueña de porcentajes significativos de las más importantes empresas del país, con lo cual se le abre paso al llamado capitalismo popular. 




 Para el año 2014, es decir, veinte años más tarde de haber sido aprobada la Ley 100 de 1993, los fondos privados manejadores de pensiones han venido recaudando los aportes pensionales de más de once millones de trabajadores colombianos, llegando a acumular más de 125 billones de pesos, de los cuales la mitad esta invertida en deuda del Gobierno. Asimismo, esa gran masa de fondos va a permitir más la privatización de otras empresas del Estado, sin que eso signifique la transferencia de la propiedad a los principales grupos económicos, que son los únicos que tienen la capacidad financiera para participar en esos procesos. 




 Así comienza a presentarse igualmente el fenómeno que algunos analistas habían anunciado desde el año de 1994 en cuanto a que el ofrecimiento de la pensión vía sistema de capitalización no era tan bueno. De manera que muchos trabajadores comienzan a solicitar el traslado de sus pensiones nuevamente a entidades estatales como la que fue el Seguro Social, manejador del sistema de prima media. 




 En materia política y gasto social el nuevo régimen también tiene grandes implicaciones. La explicación se da en términos de la llamada teoría del balde agrietado, desarrollada por el economista americano Arthur Okun. Partiendo de la base de que una política social eficiente es aquella que logra trasladar la mayor cantidad de recursos de los más ricos a los más pobres de una sociedad, Okun utiliza el símil de un balde lleno de agua. Normalmente, si todo fuera eficiente, ese balde lleno de agua debería llegar a su destino totalmente lleno; sin embargo, sucede que en el camino va perdiendo parte de su contenido por cuenta de las ineficiencias del sistema. Esas ineficiencias son las que Okun compara con las grietas del balde puesto que son las que dejan mayor o menor parte del contenido en el trayecto, y las grietas en la sociedad real son fenómenos como los altos costos administrativos, el sindicalismo —si es voraz—, el clientelismo o la corrupción. 





 1.8 Institutos de capacitación profesional 




 Estas instituciones se encaminan a preparar mano de obra calificada, lo mismo que a perfeccionar la idoneidad profesional. Con este servicio se procura el desarrollo en general y la productividad en particular, así como el bienestar particular del trabajador. En Colombia el Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena) funciona en estrecha vinculación con el Ministerio de Desarrollo y con el Consejo Nacional de Planeación. 




 El Sena fue creado por el Decreto 118 de 1957 y se financia con los aportes que deben realizar los empresarios, sean persona natural o jurídica, pública o privada. Su objeto inicial fue brindar el servicio de capacitación técnica y formación profesional, complementado con la práctica a través de los contratos de aprendizaje realizados con las empresas. 




 Hoy en día no solo tienen acceso al Sena los trabajadores de las empresas aportantes del parafiscal, sino los ciudadanos independientes. Es así como para el año 2014 dicha entidad está impartiendo estudios técnicos a diferente nivel e incluso a nivel profesional a un poco más de 350.000 personas, lo que la constituye como la “universidad” más grande y gratuita de Colombia. 




 En el momento en el cual se debatió la necesidad de la globalización, el Sena presentaba una estructuración delicada debido a la politización en la cual había incurrido desde la presidencia del doctor Carlos Lleras Restrepo, quien colocó a líderes sindicales en el manejo del establecimiento. Esto hizo que el servicio de aprendizaje entrara en un agudo anquilosamiento, lo que redundó en incompetencia en el mejoramiento de la mano de obra trabajadora con relación a otros países similares al nuestro. 




 Dentro de este programa conceptual, el Gobierno nacional buscó adecuar la reestructuración del Sena a las exigencias derivadas de esta nueva posición. Para lograrlo expidió el Decreto número 2149 de 1992, cuyo contenido se discutió ampliamente a todo nivel a fin de poner a tono con el mundo moderno las enseñanzas impartidas en el Sena. Desafortunadamente, se encontró gran oposición en el personal administrativo, desde luego liderado por varios sindicatos que se opusieron a cualquier cambio divulgando comunicados contrarios a la verdad. Por ejemplo, se argumentó que lo que estaba buscando el Gobierno era la privatización de su enseñanza y acabar con la formación tecnológica a la clase trabajadora, aunque la verdad para entonces era que la masa de la población administradora del Sena equivalía o superaba a su población estudiantil. 




 El decreto antes mencionado fue derogado por la Ley 119 de 1994, por medio de la cual se llevó a cabo una semireestructuración al Sena. Este proyecto de reforma no establecía la privatización del instituto ni el cobro por la formación profesional; lo que se buscó fue comprometer al establecimiento en un proceso de cambio que respondiera a las nuevas realidades nacionales y cuyo objetivo fundamental fuera un nuevo Sena, capaz de liderar con eficacia los grandes programas de formación profesional que garantizaran una capacitación adecuada de los recursos humanos colombianos. De este modo se quería formar un nuevo trabajador, hábil para dominar e incorporar las nuevas tecnologías y por ello capaz de ser protagonista en el proceso de construcción de un nuevo país. 





 1.9 Seguros de paro y desempleo 




 En nuestro país está establecido el auxilio de cesantía, el cual se encamina a suministrar al trabajador la manera de subsistir mientras esté cesante. Por ese simple motivo debe ser pagado por el patrón inmediatamente el trabajador quede sin trabajo. 




 Es de anotar que este principio se cumple en la mayoría de los casos en el sector privado, por cuanto existen instrumentos para obligar al patrón como los intereses que debe pagar sobre las cesantías y el pago de los salarios caídos cuando no se cumple esta obligación. Sin embargo, no ocurre lo mismo en el sector público porque no existen los mismos instrumentos para obligar al patrón. Por eso encontramos que la Caja Nacional de Previsión Social demoraba varios años para cancelar las cesantías de sus extrabajadores y, cuando se realizaba tal cancelación, su valor se había visto reducido enormemente por factores tales como la devaluación de la moneda o lo que había tenido que pagar el extrrabajador al agiotista que le había adelantado dineros sobre esas prestaciones sociales. 




 Para el año 2012, dentro de las reformas propuestas por el Gobierno nacional al Congreso de la Nación estuvo la de administrar las cesantías, entregando solamente el 50% de estas al interesado y el otro 50% en forma de prorrata en cuotas mensuales y durante un semestre, tiempo en el cual se considera que la persona trabajadora ya ha vuelto a emplearse. 





 

 La reforma laboral 




 La internacionalización de la economía venía siendo un imperativo inaplazable para Colombia, lo que llevó a reformar la situación laboral. Esto indudablemente ayudó a la reinserción nacional en el mercado mundial (Ley 50 de 1990). Dentro de las causas más importantes que han incidido se pueden anotar las siguientes: 




 
	 Inestabilidad o alta rotación: La cantidad de despidos que la clase trabajadora venía soportando durante los primeros años de servicio año tras año y que le impedía cumplir con los 10 años de labor era verdaderamente alarmante. Se tienen estadísticas que demuestran que tan solo había 2,5% de probabilidad de que un trabajador sobrepasara la barrera de los 10 años en la empresa. 
 
	 Tendencia a la baja productividad: Hay una relación de causa y efecto entre la inestabilidad y la baja productividad. La estabilidad laboral no es lo único, pero sí es uno de los factores más importantes para la productividad. El mundo desarrollado muestra cómo las naciones que han logrado mayor productividad no solo se basaron en capital y tecnología, sino en estabilidad y reeducación del trabajador. Tenemos casos como el de la economía japonesa, la cual presenta un nivel sólido de estabilidad que permite calificar al país —en función de sus relaciones laborales—con el apelativo de “la nación con empleo vitalicio”, y los mismos Estados Unidos, que en el sector automotor han venido utilizando mecanismos de reubicación y readiestramiento para asignarle un papel trascendental a la productividad a través de la estabilidad laboral. Una economía pobre de autosubsistencia, con baja productividad, está llamada a desaparecer en la carrera competitiva mundial. La elevada productividad es premisa para emular en el mercado internacional y obtener niveles justos de remuneración al trabajo. 

 
	 Deterioro de la remuneración: Los empleados informales ganaban menos que lo que percibían como asalariados formales. Los nuevos trabajadores que reemplazaban a los antiguos empezaban ganando el salario mínimo, o el de enganche, muy inferior al de sus antecesores. El salario mínimo ha disminuido su eficiencia como herramienta para luchar contra la pobreza absoluta, más aún cuando las reformas tributarias, en lugar de establecer impuestos progresivos que permitan la redistribución del ingreso nacional, son establecidos sobre el consumo de productos adquiridos por las clases trabajadoras, lo que constituye el impuesto en un tributo regresivo pues le resta capacidad de compra al trabajador. 
 
	 Debilitamiento sindical: La alta inestabilidad no da tiempo a los trabajadores de afiliarse a las organizaciones sindicales. La falta de implementación de los convenios de la OIT, la morosidad y la tramitología en las actuaciones que se hacen ante el Ministerio del Trabajo contribuyen al debilitamiento de la afiliación sindical. 
 
	 El auge de la temporalidad: El número de trabajadores temporales en 1989 excedía la cantidad de 1.000.000. Las agencias temporales de empleo canalizan la mayoría de trabajadores de ese grupo como instrumento de administración de la inestabilidad. El auge de ellas explica en buena parte el congelamiento sindical: hay más trabajadores temporales que afiliados a los sindicatos. 
 



 Evaluación de conocimientos - Capítulo uno 




 Tema uno 




 
	 ¿Cuándo se presenta la delegación territorial? 
 
	 ¿Qué entiende usted por Estado federalista? 
 
	 ¿Qué entiende usted por hacienda pública? 
 


 Tema dos 




 
	 ¿Cuándo se presenta la delegación jerárquica? 
 
	 Dentro de la estructura del Estado existe el nivel territorial. ¿A qué hace referencia? 
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